REAJUSTE DE PRECIOS – Definición 
El reajuste de precios, es un mecanismo para calcular los valores que se le deben reconocer al contratista, por las variaciones que se hayan presentado en los costos de los componentes básicos que integran la obra, durante la ejecución del contrato. El reajuste de precios, y el equilibrio financiero del contrato, están estrechamente ligados, ya que al no realizarse un reajuste de precios, se puede ver afectado el equilibrio financiero del contrato. 
EQUILIBRIO FINANCIERO DEL CONTRATO – Alcance

El equilibrio financiero del contrato, impone a las partes la obligación de mantener las condiciones de igualdad de los derechos y obligaciones de la relación contractual, de tal suerte que si dicha igualdad se rompe por causas que no son atribuibles a la parte afectada, la parte que resulte culpable, tendrá la obligación de restablecerla. El equilibrio económico del contrato puede verse afectado por incumplimientos por parte de la administración, cuando  infringe el deber de planeación en un contrato determinado, o cuando de manera unilateral, introduce modificaciones al mismo, que le imponen al contratista, nuevas cargas que no hacían parte del contrato. Sin embargo, para que proceda la declaratoria del rompimiento del equilibrio financiero del contrato, y el correspondiente reajuste de precios, se debe acreditar fehacientemente que el incumplimiento le es imputable a la administración, y que este fue el causante directo y determinante de la alteración económica del contrato. Así mismo, se deberá demostrar que dicho desequilibrio existió, su gravedad, y que este no obedece a un riesgo propio del ejercicio de la actividad contractual, pues en ese caso, se entiende que el alea, deberá ser asumido por alguna de las partes contratantes. 
DESEQUILIBRIO FINANCIERO DEL CONTRATO – Reajuste de precios – Fórmula reajuste – Debe pactarse 
Pues bien, de la anterior lectura de las normas aplicables al caso concreto, se extrae que para solicitar el reajuste de precios por un desequilibrio financiero del contrato, se requiere que en el contrato, se haya pactado una fórmula para estos casos, y que ella sea aplicable cuando se presente la inflación. Sin perjuicio de lo anterior, la jurisprudencia del Consejo de Estado, ha establecido que esta figura opera por ministerio de la ley, y el hecho de pactarla o no en el contrato, no puede ser óbice para determinar si hay o no lugar a su reconocimiento. 

ANTICIPO – Definición 
El anticipo es entendido como un dinero que se le entrega al contratista para que lo invierta en la obra, y que el mismo se deberá ir amortizando en las actas de entrega parcial de trabajos, al no haber sido exigido ningún dinero para este fin, y al haberse iniciado las obras sin el mismo, se entiende que el actor realizó las obras a su cuenta y riesgo, sin que le en este punto de la discusión, tenga la facultad para demandar algún perjuicio derivado de este concepto, pues quedó demostrado, que al contratista le fueron cancelados todos los trabajos, conforme se suscribían las actas de entrega parcial de obras. 
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Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de fecha catorce (14) de abril de dos mil cuatro (2004), proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante la cual se dispuso:

“PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones propuestas por la entidad demandada.

SEGUNDO: DECLARAR liquidado judicialmente el contrato de obra pública No. 010-OP-98 suscrito el 13 de febrero de 1998 entre la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONAUTICA (sic) CIVIL y el CONSORCIO INGENIERIA (sic) DE PAVIMENTOS, en los términos de esta sentencia.

TERCERO: En consecuencia, ORDENAR a la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil pagar al CONSORCIO INGENIERIA (sic) DE PAVIMENTOS, la suma de novecientos treinta pesos con cuarenta y siete centavos ($930,47) a la fecha de esta sentencia.

CUARTO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda.

QUINTO: Sin condena en costas.”.

l. ANTECEDENTES

1.1. La demanda.

El 6 de julio de 2000, el Consorcio Ingeniería de Pavimentos, por conducto de apoderado judicial, en ejercicio de la acción contractual consagrada en el artículo 87 del C.C.A., presentó demanda contra la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, para lo cual elevó las siguientes,

1.2. Pretensiones.

“I. PRINCIPALES

PRIMERA.- Se proceda a la liquidación judicial del Contrato de Obra Pública No. (sic) 010-OP-98, suscrito el 13 de Febrero (sic) de 1998 entre la UNIDAD ADMININISTRATIVA (sic) ESPECIAL DE AERONAUTICA (sic) CIVIL y el CONSORCIO “INGENIERIA (sic) DE PAVIMENTOS”, integrado por “COSAN Y CIA. (sic) LIMITADA” y “URIBE Y ABREO CIA. (sic) LIMITADA”.

SEGUNDA.- Que en la liquidación judicial del Contrato No. (sic) 010-OP-98, se incluya el reconocimiento del valor de los ajustes de precios inherentes a la ejecución de los trabajos contratados, según cada Acta de Recibo Parcial de Obra, que en total equivalen a la suma total de NOVECIENTOS SESENTA Y DOS MILLONES TRESCIENTOS CINCUENTA Y SEIS MIL CUARENTA Y SIETE PESOS CON NOVENTA Y SEIS CENTAVOS ($962.356.047,96), de conformidad con la metodología y los índices aplicados por el Instituto de Vías para la revisión de precios en los contratos de construcción de carreteras o con la metodología y los índices que judicialmente se establezcan.

TERCERA.- Que una vez efectuado el cálculo del valor histórico de los ajustes de precios correspondientes a cada Acta de Recibo Parcial de Obra, se determinen los intereses moratorios causados desde la fecha de suscripción de cada una de ellas hasta la fecha de la sentencia, a la tasa del doble del interés legal civil (12% anual), conforme al Artículo 4, ordinal 8°, de la Ley 80 de 1993.

II. SUBSIDIARIAS

PRIMERA.- En forma subsidiaria a las pretensiones inmediatamente anteriores, se declare que por negarse injustificadamente a mantener el valor intrínseco de la remuneración pactada y a restablecer el equilibrio económico de las prestaciones, la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONAUTICA (sic) CIVIL incumplió las obligaciones derivadas del Contrato de Obra Pública No. (sic) 010 de 1998, suscrito el 13 de Febrero (sic) de 1998 con el Consorcio “INGENIERIA (sic) DE PAVIMENTOS”, integrado por los demandantes, cuyo objeto fue la ejecución, por el sistema de precios unitarios, de las obras de mantenimiento de la pista principal del Aeropuerto Eldorado (sic) de Santafé (sic) de Bogotá, así como la recuperación de las calles de salida, calle Foxtrot, luces de pista y luces de toma de contacto.

SEGUNDA.- Se declare que la Entidad demandada incumplió sus obligaciones contractuales al abstenerse injustificadamente de entregar al Consorcio un anticipo del 50% sobre el valor total de las obras adicionales cuya ejecución se acordó el 19 de Mayo (sic) de 1998.

TERCERA.- Se declare que la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONAUTICA (sic) CIVIL es responsable frente a los demandantes por el incumplimiento el Contrato de Obra Pública No. (sic) 010, suscrito el 13 de Febrero (sic) de 1998.

CUARTA.- Se condene a la entidad demandada a reconocer y pagar a los demandantes, en proporción a su participación en el Consorcio “INGENIERIA (sic) DE PAVIMENTOS”, el valor de los ajustes de precios derivados de la ejecución de las obras contratadas, los intereses de mora causados hasta la fecha de la sentencia, así como al pago de la indemnización de los perjuicios ocasionados como consecuencia del incumplimiento.”.

1.3. Hechos.

Las pretensiones tienen fundamento en los hechos que la Sala sintetiza de la siguiente manera:

Mediante Resolución nro. 04927 de 1997, el Director Administrativo de la Aeronáutica Civil, ordenó la apertura de contratación directa nro. 150, con el fin de adjudicar un contrato de obra pública, para ejecutar obras de mantenimiento de la pista principal del Aeropuerto El Dorado de Bogotá, la recuperación de las calles de salida, Calle Foxtrot, luces de pista y luces de tomas de contacto, con un presupuesto de $6.500’000’000, y un plazo de 120 días calendario, contados a partir de la fecha de suscripción del acta de iniciación.

A través del oficio nro. 28-J-0093 del 9 de febrero de 1998, el Director General de la Aeronáutica Civil, le comunicó al Consorcio Ingeniería de Pavimentos, la decisión de adjudicarle el contrato, y el 13 de febrero de 1998, se suscribió el contrato nro. 010, por un valor de $6.476’372.255, incluyendo IVA del 16% sobre la utilidad, y un plazo de ejecución de 120 días calendario, a partir de la suscripción del acta de iniciación de la obra.

El 20 de febrero de 1998, se suscribió la correspondiente acta de iniciación de obra, y se pagó el anticipo pactado, por el 50% del valor total.

Durante el plazo del contrato, las partes convinieron de mutuo acuerdo, 5 actas de modificación de obra, dos de las cuales implicaron la celebración de contratos adicionales, en las que se acordó modificar algunas cantidades de obra, y se aumentó el plazo del contrato, en 210 días calendario.

Por motivos relacionados con la prestación del servicio público a cargo de la Aeronáutica Civil, se hizo necesario suspender el plazo de ejecución de los trabajos en 7 oportunidades; que sumaban un total de 198 días, y en las actas de suscripción, el Consorcio manifestó que renunciaba a cualquier reclamación por daño emergente o lucro cesante, derivadas de las suspensiones.

El 27 de julio de 1998, el Consorcio Ingeniería de Pavimentos solicitó el reconocimiento y pago de los ajustes de precios, ante lo cual, la Aeronáutica Civil contestó que el referido contrato no contenía una cláusula de revisión de precios, y negó dicha solicitud.

Mientras el contrato se encontraba en ejecución, se suscribieron 8 actas de recibo parcial de obra, por valor de $9.591’655.487, sin IVA incluido, y el 3 de abril de 1999, se suscribió el acta de recibo final, en la que consta que las obras se ejecutaron de acuerdo con los valores pactados en el contrato, dentro del plazo establecido, y que estas fueron recibidas a satisfacción, por la Aeronáutica Civil. En dicha acta final, se dejó constancia de las reclamaciones que el contratista había presentado, respecto de los ajustes de precios.

A través de escrito allegado el 22 de julio de 1999, el Consorcio reiteró la solicitud a la Aeronáutica Civil, por un valor de $824’668.322,77.

El 29 de julio de 1998, el Consorcio Ingeniería de Pavimentos remitió a la Aeronáutica Civil, una propuesta para la liquidación de mutuo acuerdo, en la que se incluía el ajuste de precios, y una compensación parcial entre esa suma y la correspondiente al valor de los rendimientos financieros generados por el anticipo, estableciéndose como un valor total a favor del Consorcio, de $749’854.449,76.

Posteriormente, el Consorcio Ingeniería de Pavimentos, remitió una corrección de los valores adeudados por la Aeronáutica Civil, y estableciéndolos en $962’356.047,96.

En oficio remitido el 9 de agosto de 1999 por el Supervisor del contrato y el Director de Infraestructura Aeroportuaria, le fue regresado al Consorcio el proyecto de acta de liquidación, solicitándole que lo corrigiera, excluyendo el ajuste de precios, y que se dejara constancia de que la reclamación se encontraba en estudio por parte de las Direcciones Administrativa y Legal de la Aeronáutica Civil.

El 11 de octubre de 1999, el Consorcio le solicitó a la Aeronáutica Civil, respuesta sobre las reclamaciones formuladas, a lo que esta contestó que la reclamación era procedente, y que iban a reconocer y a pagar el ajuste de precios, señalando como índices para la tasación, los correspondientes a la variación de precios al consumidor, y le solicitó al Consorcio que modificara su reclamación, de acuerdo con lo establecido en dicha comunicación.

El 22 de octubre del mismo año, el Consorcio objetó la solicitud de la Aeronáutica Civil; sin embargo, modificó la reclamación, y recalculó los valores de acuerdo a la solicitud, quedando a favor del consorcio, un valor de $849’529.203,07.

El 2 de diciembre de 1999, el Consorcio recibió un oficio remitido por el Director de Infraestructura Aeroportuaria de la Aeronáutica Civil, en el que sin mayores explicaciones, se le comunicaba que la Entidad ya no consideraba la posibilidad de reconocer los valores por ajuste de precios, y dicha información fue confirmada por el oficio de fecha 16 de diciembre de 1999.

El 22 de diciembre de la misma anualidad, el Consorcio Ingeniería de Pavimentos, requirió a la Entidad demandada, para que adoptara una decisión de fondo respecto del requerimiento en cuestión, sin que a la fecha de presentación de la demanda hubiera pronunciamiento sobre el asunto, ni se liquidara el contrato.
1.4. Actuaciones procesales en primera instancia.

La demanda fue presentada el 6 de julio de 2000, y admitida mediante auto del 1 de agosto del mismo año.

La Unidad Administrativa Especial de la Aeronáutica Civil, a través de su apoderado judicial, contestó la demanda, mediante escrito en el que se opuso a las pretensiones de la misma, por considerar que estas carecían de fundamentos fácticos y jurídicos.

Como excepciones, propuso la carencia de acción de la parte actora, al considerar que cuando estos renunciaron a cualquier reclamación por daño emergente o lucro cesante, perdieron cualquier facultad para solicitar el reajuste de precios al que se hace referencia en el caso objeto de estudio.

Por auto del 17 de mayo de 2001, se inició el período probatorio, el cual se extendió hasta el 4 de julio de 2002, cuando se corrió traslado a las partes, para que presentaran sus alegaciones finales.

El apoderado judicial de la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, reiteró lo expuesto con la contestación de la demanda, y solicitó negar las pretensiones de la demanda. 

La parte actora guardó silencio.

1.5. Sentencia de primera instancia.

El 14 de abril de 2004, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, profirió sentencia en la que liquidó judicialmente el contrato suscrito entre las partes, y negó cualquier reconocimiento por reajuste de precios a favor del Consorcio Ingeniería de Pavimentos.

Al liquidar el contrato, el Tribunal verificó que las obras fueron entregadas a satisfacción de la entidad demandada, y cancelada en su totalidad, quedando a favor del contratista, un saldo de $525 pesos, suma que al ser actualizada según el índice de precios al consumidor, y los intereses de mora, arrojó un valor de $930,47.

En cuanto a las demás pretensiones de la demanda, señaló que la parte actora había renunciado expresamente a reclamar los perjuicios que se le ocasionaran con cada una de las suspensiones pactadas, y tampoco demostró la variación de precios de los componentes que integraban la obra, o los sobrecostos alegados.

1.6. El recurso de apelación y trámite en segunda instancia.

Inconforme con la decisión, el 28 de abril de 2004, la parte actora formuló recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, el cual fue concedido el 5 de mayo de 2004, y admitido por esta Corporación, en auto del 1 de octubre del mismo año.

La parte demandante consideró, que el Tribunal confundió la indemnización de perjuicios, y la indexación o actualización de obligaciones dinerarias, las cuales son dos instituciones diferentes.

De otra parte, discutió que en el caso del no pago del anticipo, el a quo pasó por alto lo estipulado en la cláusula quinta del contrato adicional nro. 01, según la cual, “los demás términos y condiciones del contrato que no se modifican continuarán vigentes, y de acuerdo con dicha cláusula, se hacía referencia también al anticipo.

Por auto del 10 de julio de 2009, se corrió traslado a las partes, para que alegaran de conclusión, y al Ministerio Público para que rindiera concepto.

Las partes reiteraron lo expuesto durante todo el trámite procesal, y el Ministerio Público consideró viable, la confirmación de la sentencia de primera instancia.

II. CONSIDERACIONES

2.1. Competencia.

La Sala es competente para conocer de la apelación dentro de este proceso suscitado mediante la interposición de la acción de controversias contractuales, competencia que tiene su fuente en lo dispuesto por el artículo 129 del Código Contencioso Administrativo y el artículo 13 del Reglamento del Consejo de Estado, contenido en el Acuerdo 58 de 1999 (modificado por el artículo 1 del Acuerdo 55 de 2003), en el que se distribuyen los negocios por Secciones. 

Así mismo, precisa la Sala que le corresponde resolver el recurso de apelación, en consideración a que la providencia apelada fue proferida en proceso de doble instancia, toda vez que la mayor cuantía para la fecha de presentación de la demanda -6 de julio de 2000- era de $26’390.000, y la cuantía del proceso se estimó en $962’356.047,96.

En primer lugar, y teniendo en cuenta que se trata de apelante único, se dará aplicación al artículo 328 del Código General del Proceso, donde se entiende que la apelación es interpuesta en lo que resulta desfavorable para el apelante; por lo tanto, no podrá el superior pronunciarse sobre lo que no fue objeto del recurso, con base en el principio de no reformatio in pejus.

2.2. Reajuste de precios y equilibrio financiero del contrato

El reajuste de precios, es un mecanismo para calcular los valores que se le deben reconocer al contratista, por las variaciones que se hayan presentado en los costos de los componentes básicos que integran la obra, durante la ejecución del contrato.

El reajuste de precios, y el equilibrio financiero del contrato, están estrechamente ligados, ya que al no realizarse un reajuste de precios, se puede ver afectado el equilibrio financiero del contrato.

El equilibrio financiero del contrato, impone a las partes la obligación de mantener las condiciones de igualdad de los derechos y obligaciones de la relación contractual, de tal suerte que si dicha igualdad se rompe por causas que no son atribuibles a la parte afectada, la parte que resulte culpable, tendrá la obligación de restablecerla.

El equilibrio económico del contrato puede verse afectado por incumplimientos por parte de la administración, cuando  infringe el deber de planeación en un contrato determinado, o cuando de manera unilateral, introduce modificaciones al mismo, que le imponen al contratista, nuevas cargas que no hacían parte del contrato.

Sin embargo, para que proceda la declaratoria del rompimiento del equilibrio financiero del contrato, y el correspondiente reajuste de precios, se debe acreditar fehacientemente que el incumplimiento le es imputable a la administración, y que este fue el causante directo y determinante de la alteración económica del contrato. Así mismo, se deberá demostrar que dicho desequilibrio existió, su gravedad, y que este no obedece a un riesgo propio del ejercicio de la actividad contractual, pues en ese caso, se entiende que el alea, deberá ser asumido por alguna de las partes contratantes.

Sobre el equilibrio financiero, la Subsección ha dicho:

“Así el principio al que se hace alusión se erige como una institución por medio de la cual no sólo se busca proteger el interés individual de las partes contratantes manteniendo las condiciones pactadas al momento de proponer o contratar sino que también busca proteger el interés general estableciendo diversos mecanismos mediante los cuales se mantenga una estabilidad financiera del contrato que permita el debido cumplimiento del objeto contractual. 

Ahora bien, el equilibrio económico del contrato puede verse alterado por diversas circunstancias tales como hechos o actos imputables a la Administración o al contratista como partes del contrato, que configuren un incumplimiento de sus obligaciones, de actos generales del Estado (hecho del príncipe) o de circunstancias imprevistas, posteriores a la celebración del contrato y no imputables a ninguna de las partes”
.

Teniendo en cuenta que el Contrato se celebró en vigencia de la Ley 80 de 1993, se pasará a exponer, las disposiciones contenidas en dicha norma, que hacen referencia al reajuste de precios y al equilibrio financiero del contrato.

El artículo 4, numerales 3 y 8, disponen:

“Artículo  4º.- De los Derechos y Deberes de las Entidades Estatales. Para la consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales:

(…)

3o. Solicitarán la actualización o la revista de los precios cuando se produzcan fenómenos que alteren en su contra el equilibrio económico o financiero del contrato.

(…)

8o. Adoptarán las medidas necesarias para mantener durante el desarrollo y ejecución del contrato las condiciones técnicas, económicas y financieras existentes al momento de proponer en los casos en que se hubiere realizado licitación o concurso, o de contratar en los casos de contratación directa. Para ello utilizarán los mecanismos de ajuste y revisión de precios, acudirán a los procedimientos de revisión y corrección de tales mecanismos si fracasan los supuestos o hipótesis para la ejecución y pactarán intereses moratorios.”.

A su turno, el artículo 25, numeral 14 de la Ley en mención, establece:

“Artículo   25º.-    Del Principio de Economía. En virtud de este principio:

(…)

14. Las entidades incluirán en sus presupuestos anuales una apropiación global destinada a cubrir los costos imprevistos ocasionados por los retardos en los pagos, así como los que se originen en la revisión de los precios pactados por razón de los cambios o alteraciones en las condiciones iniciales de los contratos por ellas celebrados.”.

Igualmente, el artículo 27 prescribe:

 “Artículo  27º.- De la Ecuación Contractual. En los contratos estatales se mantendrá la igualdad o equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos al momento de proponer o de contratar, según el caso. Si dicha igualdad o equivalencia se rompe por causas no imputables a quien resulte afectado, las partes adoptarán en el menor tiempo posible las medidas necesarias para su restablecimiento.

Para tales efectos, las partes suscribirán los acuerdos y pactos necesarios sobre cuantías, condiciones y forma de pago de gastos adicionales, reconocimiento de costos financieros e intereses, si a ello hubiere lugar, ajustando la cancelación a las disponibilidades de la apropiación de que trata el numeral 14 del artículo 25. En todo caso, las entidades deberán adoptar las medidas necesarias que aseguren la efectividad de estos pagos y reconocimientos al contratista en la misma o en la siguiente vigencia de que se trate.”.

Pues bien, de la anterior lectura de las normas aplicables al caso concreto, se extrae que para solicitar el reajuste de precios por un desequilibrio financiero del contrato, se requiere que en el contrato, se haya pactado una fórmula para estos casos, y que ella sea aplicable cuando se presente la inflación. Sin perjuicio de lo anterior, la jurisprudencia del Consejo de Estado, ha establecido que esta figura opera por ministerio de la ley, y el hecho de pactarla o no en el contrato, no puede ser óbice para determinar si hay o no lugar a su reconocimiento.

Es importante destacar, que aun cuando el actor considera que el a quo confundió las figuras de la indexación de las sumas canceladas, con la del rompimiento del equilibrio financiero del contrato, la Sala advierte que tal distinción no se observa en este caso, pues lo pretendido por el contratista a lo largo de todo el proceso, ha sido el restablecimiento del equilibrio económico del contrato, como consecuencia de un desajuste en los precios contratados, que a la postre, se encuentra inmersa en la indexación de las sumas de dinero canceladas en cada una de las actas de entrega de obra parciales.

No puede pasar por alto la Sala, que se encuentra acreditado que la parte demandante, renunció a cualquier posible reclamación por daño emergente y lucro cesante derivado de las suspensiones de la ejecución del contrato, como se observa a folio 51 del cuaderno 1: “El contratista no reclamará por esta suspensión a la U.A.E.A.C. lucro cesante y/o daño emergente”, pero pretende el reajuste de precios, que se derivaron de las mismas.

Al respecto, es importante destacar, que el reajuste de precios, y el daño emergente, para el caso que ocupa la atención de la Sala, tienen su origen en la misma fuente, y aluden a un mismo concepto, pues al reconocer un daño emergente, se debe obligatoriamente, revisar el reajuste de precios.

Dicho de otra forma, el reajuste de precios es una consecuencia del reconocimiento del daño emergente, y tal como viene acreditado en el presente proceso, la parte actora renunció a cualquier reclamación por este concepto, y no puede admitir la Sala, que al cambiarle el nombre, e intentar tergiversar la naturaleza del mismo, se haga dicha solicitud.

Así lo ha entendido la jurisprudencia de la Corporación, cuando ha manifestado:

“(....) en el caso del hecho del príncipe lo que se configura es una responsabilidad contractual sin falta, que es imputable a un hecho de la propia autoridad contratante y que rompe el equilibrio económico del contrato, por lo cual ella está obligada a reconocer tanto el daño emergente como el lucro cesante resultado de ese desequilibrio por ella ocasionado... En cambio, en lo que hace relación a la teoría de la imprevisión, en cuanto ella consiste en situaciones extraordinarias, ajenas a las partes, imprevisibles y posteriores a la celebración del contrato que alteran la ecuación financiera del contrato en forma anormal y grave, sin imposibilitar su ejecución, se contempla el deber de la Administración de concurrir en ayuda del contratista, ya que éste obra como su colaborador y requiere de ese apoyo para concluir con el objeto contractual, en el cual está fincado el interés de la entidad contratante... Pero la indemnización en este caso, no será igual a la que correspondería en el caso del hecho del príncipe, ya que la circunstancia que trastornó en forma grave la ecuación contractual, no le es imputable a la entidad contratante ni siquiera a título de responsabilidad sin falta, sino que obedece a hechos ajenos a las partes y la Administración sólo procederá a compensar la ecuación desequilibrada por razones de equidad y como colaboración al contratista que de todas maneras tiene que ejecutar el contrato en condiciones adversas a sus cálculos iniciales...”.

De otra parte, al analizar el cargo concerniente al incumplimiento por el no pago del anticipo, la Sala encuentra que aun cuando el actor manifiesta que no le fue entregado el mismo, no se encuentra acreditado que este lo haya solicitado, y la Entidad lo hubiere negado, situación que bien podría conllevar a un incumplimiento de las obligaciones pactadas en el contrato principal, y los adicionales.

En efecto, del estudio del contrato, se desprende que el plazo de ejecución del contrato, dependía de la suscripción del acta de iniciación de obras, previo el pago del anticipo; por lo que al observarse que luego de los contratos adicionales, se suscribieron las actas de iniciación, sin el correspondiente pago del anticipo, ello constituye en un hecho insuperable por parte de la entidad contratante, pues el contratista no hizo requerimiento alguno, y accedió a iniciar las obras sin la verificación de dicho pago, subsanando así la ausencia del mismo.

Finalmente, y teniendo en cuenta que el anticipo es entendido como un dinero que se le entrega al contratista para que lo invierta en la obra, y que el mismo se deberá ir amortizando en las actas de entrega parcial de trabajos, al no haber sido exigido ningún dinero para este fin, y al haberse iniciado las obras sin el mismo, se entiende que el actor realizó las obras a su cuenta y riesgo, sin que le en este punto de la discusión, tenga la facultad para demandar algún perjuicio derivado de este concepto, pues quedó demostrado, que al contratista le fueron cancelados todos los trabajos, conforme se suscribían las actas de entrega parcial de obras.

Como corolario de lo anterior, considera la Sala que no hay lugar a modificar la sentencia apelada para en su lugar conceder las demás pretensiones de la demanda, pues se ha logrado establecer, que no le asiste razón a la parte actora, para hacer las reclamaciones traídas al proceso.

En consecuencia, se procederá a actualizar la suma de dinero concedida a favor de la parte actora, con base en la fórmula aplicada por esta Corporación para tales fines.

Va =
Índice final


Índice inicial

930,47 =
122,30851 (julio 2015)



78,38691 (marzo 2004)

$1.451,82 mil cuatrocientos cincuenta y un pesos con ochenta y dos centavos).

2.3. La condena en costas

Teniendo en cuenta la actitud asumida por las partes, de acuerdo con lo establecido en el artículo 55 de la ley 446 de 1998 que modifica el artículo 171 del C.C.A., y dado que no se evidencia temeridad ni mala fe de las partes, la Subsección se abstendrá de condenar en costas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: Confirmar la sentencia proferida  por el Tribunal Administrativo Cundinamarca, el 14 de abril de 2004, por las razones expuesta en la parte motiva de esta sentencia.

SEGUNDO: Modificar el numeral Tercero de la sentencia apelada, el cual quedará así:

TERCERO: En consecuencia, ORDENAR a la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil pagar al CONSORCIO INGENIERÍA DE PAVIMENTOS, la suma de $1.451,82 (mil cuatrocientos cincuenta y un pesos con ochenta y dos centavos), a la fecha de esta sentencia.
TERCERO: Sin condena en costas.
CUARTO: Dése cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.
QUINTO: Expídanse las copias de que trata el artículo 115 del Código de Procedimiento Civil, y se entregarán a quien ha venido actuando como apoderado.

SEXTO: En firme esta providencia envíese el expediente al Tribunal de origen para lo de su cargo, previas las anotaciones de rigor.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

Presidenta de la Sala

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE
� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 28 de enero de 2015, Expediente. 26.409. M.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de 18 de septiembre de 2003, Exp. 15119, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.





